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Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplica�vo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administra�vos 

Sede Judicial  CAN
GTF

De: GERMAN LEONIDAS OJEDA MORENO <germanlojedam@gmail.com> 
Enviado: miércoles, 24 de marzo de 2021 4:56 p. m. 
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
PROCJUDADM187@procuraduria.gov.co <PROCJUDADM187@procuraduria.gov.co>;
derechoscondignidad@gmail.com <derechoscondignidad@gmail.com>; german. ojeda
<german.ojeda@mindefensa.gov.co> 
Asunto: CONTESTACION DEMANDA RAD 11001334306120200018800 juzgado 61 DTE RUBIELA AMPARO RIOS
SALAZAR DDO. MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - EJERCITO NACIONAL
 
Señora
JUEZ SESENTA Y UNO (61) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ.
SECCIÓN TERCERA EN ORALIDAD
E.S.D.
 
Ref. Expediente:        11001334306120200018800
Demandante:                       RUBIELA AMPARO RIOS SALAZAR Y OTROS.
Demandado:             NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL
 
Asunto:                        CONTESTACIÓN DE DEMANDA.
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Señor 

JUEZ SESENTA Y UNO (61) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ. 

SECCIÓN TERCERA EN ORALIDAD 

E.S.D. 

 

Ref. Expediente: 11001334306120200018800 

Demandante:             RUBIELA AMPARO RIOS SALAZAR Y OTROS. 

Demandado:          NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL 

 

Asunto:   CONTESTACIÓN DE DEMANDA. 

 

GERMAN LEONIDAS OJEDA MORENO, identificado con la cédula de ciudadanía 

No. 79.2730724 de Bogotá, abogado en ejercicio  portador de la Tarjeta 

Profesional No. 102.298 del Consejo Superior  de la Judicatura, obrando como 

apoderado de la Nación, Ministerio de Defensa Nacional,  según poder 

debidamente conferido el cual anexo, dentro del término legal oportuno me 

permito presentar ante su Honorable Despacho contestación de demanda,  en 

los siguientes términos: 

I.DOMICILIO 

 

La  NACION-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, su representante legal y el 

suscrito apoderado judicial,  tenemos el domicilio principal en Bogotá, D. C., 

carrera 10 No 26-71, edificio Residencias Tequendama torre sur piso séptimo. 

 

II. OPOSICION A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA. 

 

Me  opongo a todas y cada una de las pretensiones  declarativas y  de 

condenas deprecadas por la parte demandante en contra de mi 

representada, con fundamento en las razones sustanciales y legales que se 

expondrán respecto de los hechos narrados en el escrito de demanda y a 

través de los mecanismos exceptivos de defensa que aquí se proponen.  

 

III. EXCEPCIONES 

 

EXCEPCIONES PROPUESTAS: 

 

I. CADUCIDAD DEL MEDIO DE CONTROL 

 

 

EXISTE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN SENTENCIA DE UNIFICACION CONSEJO DE 

ESTADO    SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN TERCERA SALA 

PLENA  Consejera Ponente: MARTA NUBIA VELÁSQUEZ RICO Bogotá, D.C., 

veintinueve (29) de enero de dos mil veinte (2020) Radicación número: 85001-

33-33-002-2014-00144-01 (61.033) Actor: JUAN JOSÉ COBA OROS Y OTROS 

Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL Y 

OTROS 

 

PUES LOS HECHOS en los cuales fallecieron los señores ABEL ALIRIO BURITICA 

RINCON, OVIDIO BURITICA RINCON, GUILLERMO BLANDON, ROSA MARGARITA 

DAZA Y OTROS (q.e.p.d.)  tuvieron lugar entre los años de 1987 y 1988 y la 

demanda fue interpuesta solamente hasta el 1 de septiembre 2020, lo que  a 

todas luces indica que ya habían trascurrido aproximadamente  TREINTA Y TRES   

(33)  AÑOS,  ENTRE UN HECHO Y EL OTRO. Igualmente la familia del occiso tuvo 

conocimiento de los hechos en el año 1988 pudiendo de esta forma instaurar 

las debidas demandas.- ( PORQUE ESPERAR  TANTO TIEMPO PARA INSTAURAR 

DEMANDA DE REPARACIÓN DIRECTA POR LA MUERTE DE SUS SERES QUERIDOS?.  
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De otra parte, frente a la delicada situación de orden pública vivida, no puede 

exigírsele a todas las autoridades públicas competentes, seguridad y vigilancia 

absoluta. Reconozco que en algunas oportunidades las autoridades 

jurisdiccionales han ordenado el pago de indemnizaciones por los daños 

causados por la fuerzas militares en combate con los grupos subversivos, 

cuando se presentan unas muy especiales circunstancias que rodean el caso 

en particular y que permiten concluir la existencia de falla por omisión, porque 

a pesar de existir unas circunstancias especialmente peligrosas, que permitían 

prever la ocurrencia de los ataques, no se tomaron la precauciones necesarias 

para evitarlos, de los hechos planteados  se deduce que ésta no es la situación 

presentada en el presente caso, no existe omisión ni falla del servicio, No hubo 

incumplimiento en el funcionamiento normal del servicio.  

 

 

No se le  puede exigir a la administración que responda por todos los hechos 

demenciales que suceden a diario en el país, el derecho consagrado en el 

artículo 2º de la Carta, según el cual las autoridades están instituidas para 

proteger a todas las personas residentes en Colombia, "en su vida, honra, 

bienes, creencias y demás derechos y libertades, y para asegurar el 

cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares", no 

puede interpretarse en el sentido de que el Estado debe responder por todos 

los daños causados.- 

 

En jurisprudencia reiterada el consejo de Estado ha dicho que el deber del 

estado protector y vigilante, no puede servir de sustento para que todas las 

personas que sufran un daño en su persona o bienes reclamen la 

responsabilidad patrimonial del Estado por considerar que la causa de ese 

detrimento es su omisión.  

 

 

En sentencia de unificación proferida el 29 de enero de 2020 por la Sala Plena 

de la Sección Tercera del Consejo de Estado, se definió: 

 

“En conclusión, en nuestro ordenamiento, frente a la caducidad de la 

pretensión de reparación directa, se encuentra consagrado un supuesto que 

aplica a todos los eventos, incluidos aquellos en los que se invocan delitos de 

lesa humanidad y crímenes de guerra, relacionado con el conocimiento de las 

situaciones que permiten deducir la participación y responsabilidad del Estado, 

como supuesto habilitante para exigir el plazo para demandar, regla que fue 

analizada en el numeral 3.1. de la parte considerativa de esta providencia… 

 

Así las cosas, la Sección Tercera concluye que las situaciones que se pretenden 

salvaguardar con la imprescriptibilidad de la acción penal en los delitos de lesa 

humanidad y los crímenes de guerra se encuentran previstas en materia de lo 

contencioso administrativo al amparo de la hipótesis del conocimiento del 

hecho dañoso y en virtud de lo cual el término de caducidad sí debe exigirse 

en estos eventos, pero a partir de que se advierta que el interesado sabía o 

tenía la posibilidad de advertir que el Estado tuvo alguna injerencia en la 

controversia y era susceptible de ser demandado en los términos del artículo 90 

de la Constitución Política. 

[…] 

 

A juicio de la Sala, el término de caducidad de la pretensión de reparación 

directa no resulta exigible en los eventos en los que se afectan de manera 

ostensible los derechos al debido proceso y de acceso a la administración de 
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justicia, por la configuración de circunstancias que obstaculizan materialmente 

el ejercicio del derecho de acción y, por ende, impiden agotar las actuaciones 

necesarias para la presentación de la demanda, dentro de las cuales se 

encuentra la constitución de apoderado. 

 

La Sección enfatiza en que se trata de supuestos objetivos, como secuestros, 

enfermedades o cualquier situación que no permita materialmente acudir a 

esta jurisdicción, pues lo referente a la imposibilidad de conocer la relación del 

Estado con el hecho dañoso no da lugar a la inaplicación de las reglas de 

caducidad, sino al cómputo a partir del momento en el que, dado el 

conocimiento de los hechos, surge el interés para reclamar la indemnización 

de los perjuicios causados, como se explicó en el acápite precedente. 

 

En síntesis, el juez de lo contencioso administrativo debe, excepcionalmente, 

inaplicar el término de caducidad de la pretensión de reparación directa 

cuando advierta que la no comparecencia ante la administración de justicia 

se encuentra justificada por razones materiales, pues el paso del tiempo no 

puede empezar a correr contra quien no goza del acceso efectivo a la 

administración de justicia, lo cual, se insiste, depende de las circunstancias 

especiales de cada sujeto. 

 

[…]”2 (Subrayado fuera del texto original) 

 

En efecto, el Consejo de Estado dispuso en la parte resolutiva de la providencia 

aludida, lo siguiente: 

 

“PRIMERO: UNIFICAR la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de 

Estado, en relación con la caducidad de las pretensiones indemnizatorias 

formuladas con ocasión de los delitos de lesa humanidad, los crímenes de 

guerra y cualquier otro asunto en el que se pueda solicitar la declaratoria de 

responsabilidad patrimonial al Estado, bajo las siguientes premisas: i) en tales 

eventos resulta aplicable el término para demandar establecido por el 

legislador; ii) este plazo, salvo el caso de la desaparición forzada, que tiene 

regulación legal expresa, se computa desde cuando los afectados conocieron 

o debieron conocer la participación por acción u omisión del Estado y 

advirtieron la posibilidad de imputarle responsabilidad patrimonial, y iii) el 

término pertinente no se aplica cuando se observan situaciones que hubiesen 

impedido materialmente el ejercicio del derecho de acción y, una vez 

superadas, empezará a correr el plazo de ley.” 

 

En síntesis, el término de caducidad de la reparación directa, por regla general, 

inicia a partir de la ocurrencia del hecho dañoso o de la posibilidad de 

conocer que el Estado intervino en la comisión de este, por ende, era 

demandable desde ese mismo momento, y el juez solo debe inaplicar tal 

premisa, de forma excepcional, cuando advierta que la falta de 

comparecencia ante la administración de justicia se encuentra justificada por 

razones materiales, lo cual siempre dependerá de las circunstancias especiales 

de cada sujeto. 

 

Téngase en cuenta su Señoría que de conformidad con los hechos de la 

presente demanda que la familias de los occisos tuvo conocimiento de los 

hechos entre el año de 1987 y 1988 teniendo básicamente 33 años para 

demandar y siendo ya, al parecer,  un hecho el desaparecimiento de sus seres 

queridos. 
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Puede verse en: Expediente 8485, sentencia 5 agosto de 1994, M.P. Carlos 

Betancur Jaramillo. 

 

Se demostrará en el transcurso del proceso: 

 

1. Que hubo un daño antijurídico y que la causa de este daño no fue producto 

de la omisión deliberada o descuidada del Estado. 

 

2. Que no se aprecia en los hechos materia de análisis  que se hayan vulnerado 

injustificadamente los principios de equidad, solidaridad y justicia social en los 

cuales se fundamenta el Estado Social de Derecho. 

 

Por todo lo anterior respetuosamente solicito al honorable Juez exonerar a la 

Nación- Ministerio de Defensa Nacional-. 

 

 

Considero que ha operado el fenómeno jurídico de la caducidad, puesto que 

se excede el término dispuesto para intentar este vehículo procesal, conforme 

lo refiere el artículo 164 del C.P.A.C.A, y lo determinado por la Corte 

Constitucional a raíz de lo dispuesto en la Sentencia SU-254 de 2013. 

 

En el caso concreto, se han referido hechos que datan del año 1986, situación 

que denota per se el vencimiento de los dos años establecidos por la norma 

procedimental que rige este tipo de procesos.  No obstante, la Corte 

Constitucional en sede de revisión de tutelas determinó en la sentencia ut 

supra, en el numeral 24 qué: 

 

 “VIGÉSIMO CUARTO.- DETERMINAR que para efectos de la caducidad 

de futuros proceso judiciales ante la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo, los términos para la población desplazada sólo podrán 

computarse a partir de la ejecutoria del presente fallo y no se han de 

tener en cuenta trascursos de tiempo anteriores, por tratarse de sujetos 

de especial protección constitucional, en atención a sus circunstancias 

de vulnerabilidad extrema y debilidad manifiesta.” 

 

Así las cosas, debe computarse a partir de la ejecutoria del fallo de unificación. 

Que en efecto ocurrió el 23 de mayo de 2015, como bien lo señala el auto de 

fecha catorce (14) de julio de dos mil quince (2015) proferido por el Tribunal 

Administrativo de Antioquia, Sala Unitaria de Oralidad en el que se dijo: 

 

“Ejecutoria del fallo de unificación. 

 

La Corte Constitucional en Auto Nro. 182 de 2014, dio respuesta a 

derechos de petición elevados por ciudadanos víctimas del 

desplazamiento forzado, acerca del cumplimiento y seguimiento de la 

sentencia de unificación, especialmente sobre 3 aspectos relevantes: 

a) ejecutoria; b) cumplimiento del fallo y c) seguimiento. 

 

No obstante, el aspecto que no importa es la ejecutoria de la 

sentencia, pues a partir de allí, se empezará a contabilizar el término 

de caducidad. Sobre la materia se ha precisado1: 

 

                                                           
1 Ver Auto Nro. 182 de 2014. 
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“(…) la ejecutoria consiste en una característica de los efectos jurídicos 

de las providencias judiciales que se reconocen por la imperatividad y 

obligatoriedad, cuando frente a dichas determinaciones: (i) No 

procede recurso alguno, o (ii) se omite su interposición dentro del 

término legal previsto, o (iii) una vez interpuestos se hayan decidido; o 

(iv) cuando su titular renuncia expresamente a ellos.[4] “(…)” 

 

“Por lo tanto, conforme a esta argumentación, una decisión judicial 

resulta obligatoria e imperativa porque se encuentra plenamente 

ejecutoriada, más la producción de sus efectos jurídicos dependen de 

la previa notificación de su contenido a los distintos sujetos procesales. 

Esto porque si una de las finalidades de la publicidad consiste en 

informar a dichos sujetos sobre la obligación de acatar una 

determinada conducta, no se podría obtener su cumplimiento 

coactivo en contra de la voluntad de los obligados, cuando éstos 

ignoran por completo lo dispuesto en la decisión judicial, 

desconociendo la premisa fundamental de un régimen democrático, 

según la cual el conocimiento de una decisión permite establecer los 

deberes de las personas y demarcar el poder de coacción de las 

autoridades, lejos de medidas arbitrarias o secretas propias de 

regímenes absolutistas”[5]. (Subrayas del Despacho) 

 

Sobre los procesos adelantados por la Corte Constitucional, no existe 

disposición jurídica que señale un medio univoco por medio del cual se 

notifique o dé a conocer sus providencias, de manera concreta en 

revisión de acciones de tutela. Sin embargo, el Decreto 306 de 1992, 

señala lo siguiente en sus cánones 5, 16 y 30:  

 

“Artículo 5º- De la notificación de las providencias a las partes. De 

conformidad con el artículo 16 del Decreto 2591 de 1991 todas las 

providencias que se dicten en el trámite de una acción de tutela se 

deberán notificar a las partes o a los intervinientes. Para este efecto son 

partes la persona que ejerce la acción de tutela y el particular, la 

entidad o autoridad pública contra la cual se dirige la acción de tutela 

de conformidad con el artículo 13 del Decreto 2591 de 1991. 

  

“El juez velará porque de acuerdo con las circunstancias, el medio y la 

oportunidad de la notificación aseguren la eficacia de la misma y la 

posibilidad de ejercer el derecho de defensa.” 

 

“Artículo 16.-Notificaciones. Las providencias que se dicten se 

notificarán a las partes o intervinientes, por el medio que el juez 

considere más expedito y eficaz. “(…)” 

 

“Artículo 30.-Notificación del fallo. El fallo se notificará por telegrama o 

por otro medio expedito que asegure su cumplimiento, a más tardar al 

día siguiente de haber sido proferido.” 

 

Al existir libertad para elegir el medio para comunicar las providencias, 

el Juez debe escoger siempre el instrumento que verdaderamente 

garantice la publicidad de sus decisiones. Es por ello, que la Sala Plena 

de la Corte Constitucional, dispuso lo siguiente en la parte resolutiva del 

fallo: 

 

“VIGÉSIMO SEXTO.- ORDENAR que por Secretaría General de esta 

Corporación se notifique la presente sentencia mediante la 
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publicación de su parte resolutiva en un diario de amplia circulación 

nacional e igualmente que se entregue copia de la misma a los medios 

masivos de comunicación social.” 

 

En consecuencia, de acuerdo a lo señalado en el Auto Nro. 182 de 

2014, mediante publicación en el diario “EL TIEMPO”, el 19 de mayo de 

2013, se notificó la sentencia SU- 254 de 2013, reproduciéndose en su 

integridad la parte resolutiva de la misma. 

 

A su vez, no existe norma expresa que regule el término de ejecutoria 

de las sentencias dictadas por la Corte Constitucional, razón por la 

cual, resulta aplicable el canon 331 del Código de Procedimiento Civil, 

que en su tenor literal prescribe: 

 

“Ejecutoria. Las providencias quedan ejecutoriadas y son firmes tres 

días después de notificadas, cuando carecen de recursos o han 

vencido los términos sin haberse interpuesto los recursos que fueren 

procedentes, o cuando queda ejecutoriada la providencia que 

resuelva los interpuestos. No obstante, en caso de que se pida 

aclaración o complementación de una providencia, su firmeza sólo se 

producirá una vez ejecutoriada la que la resuelva.” 

 

“Las sentencias sujetas a consulta no quedarán firmes sino luego de 

surtida ésta” (Subrayas del Despacho) 

 

En ese orden de ideas, la fecha de notificación de la sentencia de 

unificación fue el pasado 19 de mayo de 2013, quedando 

ejecutoriado, el día 23 del mismo mes y año.” 

 

Se observa que la radicación de solicitud de  conciliación extrajudicial con la 

cual se pretendió suspender el término de caducidad del medio de control 

que hoy nos concita, ocurrió el día  16  de septiembre de 2014, es decir dentro 

del término indicado en la sentencia de unificación de la Corte Constitucional 

SU 254 de 2013, siendo evidente con ello que ha operado el fenómeno de 

caducidad. 

 

Vale aclarar que si bien la radicación de solicitud de audiencia de conciliación 

ocurrió en la fecha señalada y la audiencia respectivas tuvo lugar el día 14 de 

octubre de 2014, entendiéndose así por suspendido el término de caducidad 

por 30 días de conformidad con lo dispuesto en el artículo  21 de la ley 640 de 

2001. Por consiguiente, la parte actora una vez pasaron los días de suspensión 

de término para interponer la acción, siguiendo lo dispuesto en sentencia antes 

mencionada, debió interponer la acción máximo hasta el 20 de junio de 2016. 

 

Como se observa en la página de Consulta de procesos de la rama judicial, el 

apoderado de la parte actora impetro la acción el 14 de septiembre de 2017, 

es decir, un año dos meses y 26 días después del término legal previsto en la ley 

y en la jurisprudencia citada. .  

 

Huelga señalar que la  sentencia tiene efectos inter comunis y por tanto se 

aplica en virtud del precedente jurisprudencial de forma preferente respecto 

de los demás órganos judiciales de cierre, conforme lo indican entre otras 

sentencias C634-2011 y 816 de 2011. 
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II. FALTA DE LEGITIMACION POR PASIVA DEL MINISTERIO DE DEFENSA- FUERZAS 

MILITARES. 

 

En relación con la Legitimación en la causa por pasiva el H. Consejo de Estado 

ha señalado2:  

“En la verificación de los presupuestos procesales materiales o de fondo, dentro 

de los cuales se encuentra la legitimación en la causa, compete a la Sala 

analizar la legitimidad para obrar dentro del proceso de la parte demandada y 

su interés jurídico, pues la legitimación en la causa constituye una condición 

anterior y necesaria, entre otras, para dictar sentencia de mérito favorable al 

demandante o a las demandadas8. 

Con relación con la naturaleza jurídica de la noción de legitimación en la 

causa, en sentido amplio, la jurisprudencia constitucional se ha referido a ella, 

como la "calidad subjetiva reconocida a las partes en relación con el interés 

sustancial que se discute en el proceso",9 de forma tal, que cuando una de las 

partes carece de dicha calidad o condición, no puede el juez adoptar una 

decisión favorable a las pretensiones demandadas10. 

Entendido así el concepto de legitimación en la causa, es evidente que 

cuando ella falte, bien en el demandante o bien en el demandado, la 

sentencia no puede ser inhibitoria, sino desestimatoria de las pretensiones 

aducidas, pues querrá decir que quien las adujo o la persona contra las que se 

adujeron no eran las titulares del derecho o de la obligación correlativa 

alegada. 

Al respecto, no sobra recordar lo dicho por la Sala en tal sentido, a saber: 

"(…) La legitimación en la causa consiste en la identidad de las personas que 

figuran como sujetos (por activa o por pasiva) de la pretensión procesal, con 

las personas a las cuales la ley otorga el derecho para postular determinadas 

pretensiones. Cuando ella falte bien en el demandante o bien en el 

demandado, la sentencia no puede ser inhibitoria sino desestimatoria de las 

pretensiones aducidas, pues querrá decir que quien las adujo o la persona 

contra las que se adujeron no eran las titulares del derecho o de la obligación 

correlativa alegada (…)"11. 

Ahora bien, también ha sostenido la Sala que la legitimación en la causa 

puede ser de hecho cuando la relación se establece entre las partes por razón 

de la pretensión procesal, es decir, de la atribución de una conducta que el 

demandante hace al demandado en su demanda, o material frente a la 

participación real de las personas en el hecho origen de la formulación de la 

demanda, independientemente de que dichas personas hayan demandado o 

hayan sido demandadas, por lo cual la ausencia de esta clase de 

legitimación, no constituye una excepción de fondo porque no enerva la 

pretensión procesal en su contenido, sino que es una condición anterior y 

necesaria para dictar sentencia de mérito, sin que el estar legitimado en la 

causa otorgue el derecho a ganar, lo que sucede aquí es que si la falta recae 

en el demandante, el demandado tiene derecho a ser absuelto, no porque él 

haya probado un hecho que enerve el contenido material de las pretensiones, 

sino porque quien lo atacó no es la persona que frente a la ley tiene el interés 

                                                           
2 Posición reiterada en sentencia de 25 de mayo de 2011, expediente: 20146; 19 de 

octubre de 2011, expediente 19630. 



8 
 

 

 

sustantivo para hacerlo – no el procesal –; si la falta de legitimación en la causa 

es del demandado al demandante se le negarán las pretensiones, no porque 

los hechos en que se sustenten no le den el derecho, sino porque a quien se las 

atribuyó no es el sujeto que debe responder, y, por eso, el demandado debe 

ser absuelto.12 

No se prueba a la fecha por parte del demandante las acciones u omisiones 

en que incurrió el Ministerio de Defensa Nacional – Ejercito Nacional en los 

hechos en los cuales se demanda, se señala por parte de los demandantes 

que los hechos del Topacio tuvieron que ver directamente las fuerzas armadas 

ya que los oficiales fueron absueltos y solo hasta el 27 de noviembre de 2019 la 

Fiscalía General de la Nación volvió abrir investigación, contra el CAPITAN 

CARLOS ENRIQUE MARTINEZ OROZCO y otros militares.  

 

Adicionalmente al no relacionarse aun unos hechos probados generadores de 

los hechos del Topacio por parte del Ejercito Nacional no se configuran los 

elementos para endilgar imputación al Ministerio de Defensa Nacional, habida 

consideración de la inexistencia de prueba del daño y de la precaria 

imputación fáctica y jurídica que se hace por parte del demandante. 

 

Huelga señalar que si bien al parecer existen testimonios que  pudieran señalar 

al Ejercito Nacional como participe de los asesinatos, también es cierto que a 

la fecha no hay decisión PENAL DE FONDO contra los Militares presuntamente 

involucrados.-   

 

 

II. HECHO DE UN TERCERO 

 

Los hechos generadores del perjuicio aquí alegados no son atribuibles a mi 

representada, pues a la fecha no se ha probado aun que los hechos 

generadores del daño recaigan sobre miembros del Ejercito Nacional toda vez 

que se encuentra aún en Investigación por parte de la Fiscalía General de la 

Nación, además porque en la región actuaban grupos al margen de la Ley. 

 

 

 

III.RELATIVIDAD DE LA FALLA DEL SERVICIO RESPECTO DE LAS OBLIGACIONES DEL 

ESTADO FRENTE A LAS PERSONAS RESIDENTES EN COLOMBIA. 

 

Frente a las obligaciones que tiene el Estado en torno a las personas naturales 

residentes en Colombia, es necesario hacer el siguiente repaso constitucional: 

 

El artículo 2º inciso 2º de la Carta Magna, hace recaer en la autoridad de la 

República, la obligación de proteger entre otros derechos fundamentales, el 

de la vida: 

 

“Artículo 2º LOS FINES DEL ESTADO (…) 

 

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las 

personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás 

derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales 

del Estado y de los particulares”  

 

En lo que hace a la responsabilidad jurídica de las autoridades el artículo 6º 

constitucional preceptúa: 
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“Artículo 6º LIBERTAD INDIVIDUAL Y PRINCIPIO DE LEGALIDAD. Los particulares 

sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las 

leyes. Los servidores Públicos lo son por la misma causa y por omisión o 

extralimitación en el ejercicio de sus funciones” 

 

Por su parte el artículo 90 en su inciso 1º nos habla de la responsabilidad 

extracontractual del Estado cuando dice: 

 

“El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean 

imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. 

 

 “En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno 

de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o 

gravemente Culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste”. 

 

Pues bien, luego de este recuento normativo, cabe preguntar: ¿Hasta dónde 

llega la obligación del Estado Colombiano de proteger la vida de los residentes 

en este país? 

 

Es claro, que conforme a las normas constitucionales, existe el deber de las 

autoridades de proteger la vida e integridad de todas las personas residentes 

en Colombia, dentro de un marco de igualdad sin ningún tipo de 

discriminación, pero esta obligación igualmente se sujeta a algunos 

parámetros, el cual es el conocimiento de los hechos para que puedan actuar, 

ya que para el Estado – Fuerza Pública le es imposible cuidar a cada uno de los 

habitantes del país. 

 

El H. Consejo de Estado3 ha compartido esta tesis al señalar: 

 

 

 

V. PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LOS HECHOS 

 

A continuación la defensa hará mención a los diferentes supuestos fácticos  

presentados por la parte actora: 

 

 

HECHOS 3.1. al 3.1.3 

No me constan es deber de la parte actora probarlo esto es con los registros 

civiles de nacimiento al igual con los testimonios que demuestren la 

subsistencia de los demandantes.- 

 

 

HECHOS 3.2.1, AL 3.2.11. 

 

Estos hechos no me constan deben probarse con los documentos que soporten 

su dicho, esto es con testimonios y documental pertinente.  Habla del homicidio 

del homicidio de Abel Antonio Buritica Rincón, Ovidio Buritica Rincón, del 

Concejal Froilan Giraldo Arango Echavarría.  

 

 

HECHOS 3.3.1 AL 3.3.6 

 

                                                           
3 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 27 de abril del 2011 , Expediente 

(20374) 



10 
 

 

 

No me consta son declaraciones que hacen varias personas dentro de un 

proceso penal el cual fue cerrado y el cual el apoderado de la parte actora los 

trae dentro de los hechos. Debe probarse en legal forma.- 

 

HECHOS 3.4. 

 

No me consta debe reposar dentro del expediente los informes de medicina 

legal y/o policía judicial sobre el levantamiento de los cuerpos.  

 

HECHO 3.5 AL 3.5.6.  

 

No me constan, es deber de la parte actora probarlo. Son aseveraciones que 

deben  probar con prueba documental y testimonial recogida en legal forma.  

 

HECHOS 3.6. al 3.6.12. 

 

No me consta, sin embargo debe reposar dentro del expediente el 

pronunciamiento del Juzgado Cuarto de Orden Público de Medellín donde se 

profirió fallo absolutorio en favor del capitán Martínez en agosto de 1990,  

 

HECHO 3.7 al 3.7.5. 

 

No me consta el apoderado de la demandante hace transcripción de las 

declaraciones en el proceso penal que lleva la Fiscalía 157 Especializada 

contra las Violaciones a los Derechos Humanos – Eje Temático Desaparición y 

Desplazamiento Forzado, decretó apertura de instrucción el pasado 27 de 

noviembre de 2019.- No hay prueba y pronunciamiento de fondo aún.- 

 

HECHO 3.8. al 3.8.9.  

 

Debe probarse, la parte actora habla del sufrimiento moral de los 

demandantes por la desaparición forzada y el desplazamiento y como fue 

fueron afectados en su patrimonio.- 

 

 

VI. OTROS FUNDAMENTOS QUE ADUCE LA DEFENSA 

 

INEXISTENCIA DE LOS PRESUPUESTOS DE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO. 

Ahora bien, los elementos que de acuerdo con la jurisprudencia y la doctrina, 

son indispensables para que pueda aceptarse la Falla en el servicio son: a) una 

falta o falla del servicio a cargo de la administración, que bien puede ser por 

omisión, retardo, irregularidad, ineficacia, ausencia, etc.; b) un daño 

indemnizable, esto es, que sea cierto, determinado o determinable y; c) una 

relación de causalidad entre estos dos anteriores. Esa responsabilidad se puede 

desvirtuar con la demostración de la existencia de una causa exonerativa de 

responsabilidad como la culpa de la víctima, la fuerza mayor o el hecho de un 

tercero 

 

SOBRE EL HECHO DETERMINANTE. 

 

De lo visto en la demanda, no obra ningún medio de convicción que indique 

cuales son los hechos imputables a la Entidad ya que se señala por la parte 

actora como fecha de la ocurrencia del hecho victimizante el año 1996 sin 

aportar prueba alguna que indique de forma precisa el momento exacto de la 
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materialización del evento de desplazamiento, puesto que la fracción de 

tiempo señalada es muy amplia impidiendo establecer  de manera clara 

cuando ocurrió desplazamiento de los demandantes según el hecho 3.8.5.  

 

DE LA IMPUTACION DEL DAÑO Y NEXO CAUSAL. 

 

Se ha dicho atrás - vertiendo en ello el precepto del art 90 Constitucional - que 

la responsabilidad patrimonial del Estado requiere, además del daño 

antijurídico, que el mismo le sea imputable. 

 

El Honorable Consejo de Estado al respecto ha manifestado:  

 

“la lesión pueda ser imputada… “, ha dicho la doctrina, significa que pueda ser 

“… jurídicamente atribuida, a un sujeto distinto de la propia víctima. “ 4  “La 

imputabilidad consiste, pues, en la determinación de las condiciones mínimas 

necesarias para que un hecho pueda ser atribuido a alguien como 

responsable del mismo, con el objeto de que deba soportar las 

consecuencias.”5           

 

De allí que elemento necesario para la imputación del daño es la existencia 

del nexo causal entre la actividad (lícita o no) o la omisión de las autoridades 

públicas (art 90 de la C.P. ) y el daño antijurídico que se reclama, de modo tal 

que éste sea efecto de aquellas que serán su causa.  

 

Necesaria la causalidad, no resulta siempre suficiente cuando de imputar el 

daño se trata, pues, como lo enseñan García de Enterría y Tomás Ramón 

Fernández, 

 

  “El supuesto más simple que cabe imaginar es, naturalmente, el de la 

causación material del daño por el sujeto responsable. En tal caso, la 

imputación de responsabilidad, en cuanto fenómeno jurídico, se produce 

automáticamente una vez que se prueba la relación de causalidad existente 

entre la actividad del sujeto productor del daño y el perjuicio producido. Las 

cosas no se producen siempre tan simplemente, sin embargo, y ello porque en 

materia de responsabilidad civil, a diferencia de lo que ocurre en el ámbito 

penal, el objetivo último que se persigue no es tanto como el de identificar a 

una persona como autora del hecho lesivo, sino el de localizar un patrimonio 

con cargo al cual podrá hacerse efectiva la reparación del daño causado. 

Esta finalidad garantizadora, que está en la base de todo sistema de 

responsabilidad patrimonial, produce con frecuencia una disociación entre 

imputación y causalidad. Probar que existe un nexo causal entre el hecho que 

constituye la fuente normativa de la responsabilidad y el daño producido será 

siempre necesario para que la imputación pueda tener lugar y con ella pueda 

nacer la responsabilidad, pero la mera relación de causalidad entre el hecho ( 

y su autor ) y el daño no basta para justificar la atribución del deber de 

reparación al sujeto a quien la Ley califica de responsable. Así ocurre, por lo 

pronto, cuando la responsabilidad se predica de personas jurídicas, en la 

medida en que éstas sólo pueden actuar a través de personas físicas. En tales 

casos - y en todos aquellos en los que la responsabilidad se configura 

legalmente al margen de la idea de culpa - la imputación no puede realizarse 

en base a la mera causación material del daño, sino que tiene que apoyarse, 

previa justificación de su procedencia, en otras razones o títulos jurídicos 

                                                           
4 Vasquez, Adolfo R. Responsabilidad Aquiliana del Estado y sus funcionarios, página 

179.  
5 Ibídem, página 180. 
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diferentes, ya sea la propiedad de la cosa que ha producido el daño, la 

titularidad de la empresa en cuyo seno ha surgido el perjuicio, la dependencia 

en que respecto del sujeto responsable se encuentra el autor material del 

hecho lesivo, o cualquier otra. 

 

“Siendo la administración pública una persona jurídica, el problema de la 

imputación de responsabilidad se plantea en los términos que acabamos de 

decir, lo cual hace necesario precisar los títulos en virtud de los cuales pueda 

atribuírsela jurídicamente el deber de reparación.”6      (Consejo de Estado 

Sección Tercera. Sentencia del 27 de enero del 2000. Expediente 10867. M.P. 

Alier Hernández) 

 

Por lo tanto, es elemento necesario para la imputación del daño  la existencia 

del nexo causal entre la actividad (lícita o no) o la omisión de las autoridades 

públicas (art. 90 de la C.P.) y el daño antijurídico que se reclama, de modo tal 

que éste sea efecto de aquellas que serán su causa. 

 

En relación con la imputabilidad del daño el Honorable Consejo de Estado ha 

manifestado igualmente:  

 

“Establecido el primero de los elementos que, como se dijo constituye la base 

misma de la responsabilidad patrimonial del Estado, es decir, la existencia de 

un daño antijurídico sufrido por el demandante, es menester establecer el 

segundo: la imputación de ese daño al Estado. 

Imputar —para nuestro caso— es atribuir el daño que padeció la víctima al 

Estado, circunstancia que se constituye en condición sine qua non para 

declarar la responsabilidad patrimonial de este último. 

 

De allí que el elemento indispensable —aunque no siempre suficiente — para la 

imputación, es el nexo causal entre el hecho causante del daño y el daño 

mismo, de modo que este sea el efecto del primero. 

 

Por eso, la parte última del inciso primero del artículo 90 de la Constitución 

Política, en cuanto exige —en orden a deducir la responsabilidad patrimonial 

del Estado—, que los daños antijurídicos sean “causados por la acción o la 

omisión de las autoridades públicas”, está refiriéndose al fenómeno de la 

imputabilidad, tanto fáctica como jurídica. 

 

Rodrigo Escobar Gil se refiere al punto en estos términos:  

 

“... para el nacimiento de la obligación de reparar no basta sólo la 

imputatio facti; es decir, la relación de causalidad entre un hecho y un 

daño, sino que es necesario la imputatio juris, esto es, una razón de 

derecho que justifique que la disminución patrimonial sufrida por la 

víctima se desplace al patrimonio del ofensor”7. 

 

Leguina lo expresa de esta manera: 

 

“Para poder imputar un daño a un ente público, lo que interesa es ... que el 

ente tenga la titularidad del servicio o de la actividad desarrollada por sus 

funcionarios”8. 

 
                                                           
6 Curso de Derecho Administrativo. Tomo II, páginas 378 y 379. 
7 Rodrigo Escobar Gil. Teoría general de los contratos de la administración pública. 

Legis, pág. 259. 
8 Ibídem, pág. 169. 
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García de Enterría se ocupa también de los “títulos y modalidades de 

imputación del daño a la administración” y, entre ellos se ocupa de “la 

integración del agente en la organización o actividad” —por la cual se 

ocasiona el daño, aunque advierte que “...por muy generosa que quiera ser la 

fórmula legal, es obvio que la cobertura de la administración no puede ser 

indefinida entre estos casos, de forma que alcance a los daños puramente 

personales del agente “puesto que “El fenómeno de imputación a la 

administración de la conducta lesiva de las personas que emplea se detiene, 

naturalmente, en los límites del servicio público, que es la referencia que la ley 

utiliza, excluyendo la actividad privada de aquéllos”9. 

 

En este entendimiento, la imputación del daño al Estado depende, en este caso, de 

que su causación obedezca a la acción o a la omisión de las autoridades públicas, 

en desarrollo del servicio público o en nexo con él, excluyendo la conducta personal 

del servidor público que, sin conexión con el servicio, causa un daño. (Sentencia 

10948 y 11643 de octubre 21 de 1999. Consejo de estado- Sección tercera.). 

En el análisis de la imputación de falla del servicio alegada por los demandantes 

contra el Ministerio de Defensa Nacional, se debe probar en que se fundamenta 

dicha falla, lo cual no se prueba dentro del proceso. 

 

 

 

Por otra parte, en punto al deber general de seguridad que debe prestar el Ejército 

Nacional a los ciudadanos, se reitera que es de medio y no de resultado, por tanto 

la Entidad no está compelida a evitar en términos absolutos todas las 

manifestaciones de la delincuencia en la sociedad, excepto cuando el deber se 

concretice a través de medidas de protección concedidas a la población 

vulnerable o afectada y siempre que se demuestre que no fueron atendidas por la 

Institución.  

En el sub lite no reposa medio de convicción que demuestre que los demandantes 

hubieran solicitado al Ejército Nacional protección, como para predicar que la 

obligación general de brindar seguridad a todos los habitantes de nuestra patria, 

se objetivizó en ellos; pertinente es recalcar que la misión del Ejecito Nacional se 

concreta en defender la soberanía, la independencia y la integridad territorial, 

para contribuir a generar un ambiente de paz, seguridad y desarrollo que 

garantice el orden constitucional de la nación, no en la de proveer protección 

concreta a los ciudadanos colombianos, pues dicha competencia radica 

exclusivamente en otras dependencias del Estado.  

 

Vistas así las cosas, no existe nexo de causalidad entre alguna omisión de 

protección o seguridad por parte del Ejército Nacional y el resultado dañoso; en 

estas condiciones, es imposible formular imputación 

 

CARGA DE LA PRUEBA (ART. 167 CGP). 

 

El inciso primero del artículo 167 del C.G.P señala que “Incumbe a las partes 

probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico 

que ellas persiguen.” (…).  

 

Dicha preceptiva consagra la regla subjetiva de la carga de la prueba, 

acogida y aplicada en nuestra legislación, según la cual las partes están 

llamadas a aportar las pruebas que sustenten sus pretensiones, so pena de que 

                                                           
9 Eduardo García de Enterría y Tomás Ramón Fernández. Curso de Derecho 

Administrativo. Editorial Civitas, volumen II, pág. 389. 
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las mismas sean desestimadas. Así lo enseña el profesor Hernando Devis 

Echandía 10: 

 

“Pero, simultánea e indirectamente, dicha regla determina qué hechos debe 

probar cada parte para no resultar perjudicada cuando el juez la aplique (a 

falta también de prueba aportada oficiosamente o por la parte contraria, 

dada la comunidad de la prueba, que estudiamos en el núm. 31, punto 4), 

puesto que, conforme a ella, la decisión debe ser adversa a quien debería 

suministrarla, y, por tanto, le interesa aducirla para evitar consecuencias 

desfavorables.” (…) Subrayas fuera de texto. 

 

Esta carga procesal, implica la responsabilidad de las partes por su conducta 

durante el proceso, tendiente a allegar la prueba de los hechos que la 

benefician y a controvertir la de aquellos que han sido acreditados por el 

contrario y que pueden perjudicarla; en este orden de ideas, puede decirse 

que a las parte le es dable colocarse en una total o parcial inactividad 

probatoria por su propia cuenta y riesgo. 

 

Este principio contiene una regla de conducta para el juzgador, en virtud de la 

cual, cuando falta la prueba del hecho que sirve de presupuesto a la norma 

jurídica que una parte invoca a su favor, debe fallar de fondo y en contra de 

esa parte11. Así pues, el fallador puede cumplir con su función de resolver el 

litigio cuando ante la ausencia de elementos probatorios, sin tener que 

abstenerse, para dar cumplimiento a los principios de economía procesal y 

eficacia de la función. 

 

En suma, quienes hagan parte de la litis, deben participar activamente en el 

recaudo del material probatorio, para impedir al fallador que ante la escasez 

de medios de convicción, dirima el conflicto aún en contra de lo pretendido 

por ellas. 

 

Ahora bien, ante la escases probatoria que rodea el caso sub judice, en 

cuanto a los móviles del suceso y los perjuicios incoados, será carga de la parte 

actora acreditar los supuestos de hecho de las normas que consagran el 

efecto jurídico que pretenden, impuesta por el artículo 167 del CGP, misma 

que se traduce en este evento, en la demostración de una obligación de 

seguridad concreta por parte del Ejército Nacional frente a los demandantes y 

que pese a ello la Institución no tomó las medidas de protección del caso; no 

de otra forma podría derivarse responsabilidad de mi prohijada por falla en el 

servicio. 

 

 

En relación con la carga probatoria el Honorable Consejo de Estado ha 

manifestado: 

“En este sentido, y respecto a la carencia de pruebas que establezcan la 

veracidad de los hechos alegados en la demanda, la Sala observa que en el 

presente caso la parte actora no asumió la carga probatoria que le 

correspondía. No debe olvidarse, que es un principio de derecho probatorio, el 

que para lograr que el juez dirima una controversia de manera favorable a las 

                                                           
10DEVIS ECHANDÍA, Hernando. Teoría General de la Prueba Judicial, Tomo I. Bogotá: 

Editorial Temis, Quinta Edición, 2006. p.405, 406. 

 
11 DEVIS ECHANDÍA, Hernando; Compendio de Derecho Procesal. Pruebas Judiciales, 

Décima Edición; Biblioteca Jurídica Diké, Medellín, 1994, T.II, p. 27. 
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pretensiones o favorable a las razones de defensa del ente demandado, es 

menester demostrar en forma plena y completa los .actos o hechos jurídicos de 

donde procede el derecho, o nace la obligación, máxime si ninguna de las 

partes goza en el proceso colombiano de un privilegio especial, de que se 

tengan por ciertos los hechos simplemente enunciados en su escrito, sino que 

cada una de éstas deberá acreditar sus propias aseveraciones. Todo esto en 

virtud también deque el Art. 177 del C. de P. Civil, que consagra el principio de 

la carga de la prueba, terminantemente nos dice que: "Incumbe a las partes 

probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico 

que ellas persiguen...". 

(...) 

Siendo así las cosas, por deficiencia probatoria no es posible atribuir 

responsabilidad alguna a la Administración Pública, pues es necesario 

demostrar cuál fue la actividad del ente demandado que guarde estrecho 

nexo de causalidad con el daño antijurídico, y la razón misma de la imputación 

del daño.12 

En este sentido, la demanda no aporta pruebas que permitan inferir 

fehacientemente LA RESPONSABILIDAD DE LA ENTIDAD EN LOS HECHOS 

DEMANDADOS.  

 PRUEBAS Y ANEXOS 

 

MANIFESTACIÓN PREVIA 

 

No allego pruebas con la contestación de la demanda conforme lo indica el 

artículo 175 del C.P.A.C.A., toda vez que no reposa expediente o prueba en las 

dependencias de la entidad que represento. 

 

 

PRUEBAS SOLICITADAS POR EL MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL. 

 

Respetuosamente solicito su señoría se sirva decretar y en consecuencia 

ordenar los siguientes oficios:  

 

1. Se oficie a Servicio Ciudadano, del Ministerio de Defensa para que se sirva 

informar si los aquí demandantes han presentado solicitud alguna respecto 

al presunto desplazamiento forzado o de cualquier otra índole.  

 

2. Se oficie al Comandante del Ejército Nacional para que se sirva informar: 

qué operaciones y acciones militares se adelantaron durante entre el año 

1987 y 1988, en contra de los Grupos Armados Organizados, por los hechos 

ocurridos.  

 

 

X. PERSONERÍA 

 

Respetuosamente solicito al señor Juez, reconocerme personería en los 

términos y para los fines del poder que me ha sido conferido. 

 

 

XI. NOTIFICACIONES 

 

                                                           
12 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 21 de abril del 2004. Expediente 

1994-02283. M.P. Ramiro Saavedra Becerra. 
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Estas las recibiremos en la secretaria del despacho y/o en la carrera 10  No. 26 

– 71 piso séptimo (7) torre sur, edificio Residencias Tequendama en la ciudad 

de Bogotá D.C. dirección electrónica 

notificaciones.bogota@mindefensa.gov.co    

 

germanlojedam@gmail.com 

 

 

De la señora Juez, atentamente  

 

 

 
 

GERMAN LEONIDAS OJEDA MORENO 

C.C. No. 79.273.724 de Bogotá 

T. P. No. 102.298 del C.S.J. 

germanlojedam@gmail.com 
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